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Según lo dispuesto en el artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, dispuso que las excepciones previas se deben 

resolver como lo dispone en los artículos 100 a 102 del Código General del Proceso. 

Es decir que, cuando existan excepciones previas que no requieran la práctica de 

pruebas las mismas deberán resolverse previo a la audiencia inicial. En caso 

contrario, el juez deberá decretar las pruebas en el auto que fija fecha para llevar a 

cabo la audiencia inicial, siendo dicha audiencia la oportunidad para practicar las 

pruebas y decidir las excepciones.  

 

En consecuencia, en primer lugar, el despacho procederá a pronunciarse respecto 

de las excepciones formuladas por las entidades demandadas.  

 
Revisado el expediente se observa que la fiduciaria la Previsora S.A., propuso la 

excepción de falta de legitimidad en la causa por pasiva. Igualmente, la Secretaría 

de Educación de Bogotá propuso la excepción de falta de legitimidad en la causa 

por pasiva.  

 
De conformidad con lo expuesto, se procederá a resolver las excepciones así:  

 
 
Falta de legitimidad en la causa por pasiva 

 
Sea lo primero indicar, que la legitimidad en la causa hace relación al interés 

sustancial que le asiste a un determinado sujeto procesal respecto de las 

pretensiones. Ello bajo el entendido que solo quien tenga interés en una pretensión 

tiene la potestad legal para acudir ante el juez ejercer el derecho de acción o de 

contradicción (defensa). 
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Sobre el particular, el Consejo de Estado, recientemente, recordó que  

 
“La legitimación en la causa es la “calidad subjetiva reconocida a las partes en 
relación con el interés sustancial que se discute en el proceso”1, o en otras 
palabras, la legitimación en la causa consiste en la identidad de las personas 
que figuran como sujetos (por activa o por pasiva) de la pretensión procesal, 
con las personas a las que la ley otorga el derecho para postular determinadas 
pretensiones. Así, es evidente que cuando la legitimación en la causa falte en 
el demandante o en el demandado, la sentencia debe ser desestimatoria de las 
pretensiones, sin perjuicio de que lo mismo se pueda resolver en el curso de la 
audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, caso en el 
cual se impondrá la terminación del proceso, si la decisión cobija a todos los 
actores o demandados, según el caso.”2  

 

Igualmente, la corte constitucional en sentencia C-965 de 2003, respecto de la 

legitimidad en la causa, señaló: 

 
“En sentido amplio, la jurisprudencia constitucional se ha referido a la 
legitimación en la causa, como la “calidad subjetiva reconocida a las partes en 
relación con el interés sustancial que se discute en el proceso” de forma tal que 
cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no puede el juez 
adoptar una decisión de fondo, o en caso de que ello ocurra, la misma no puede 
resultar favorable a los intereses procesales de aquella. Conforme con el criterio 
básico que informa el instituto de la legitimación en la causa, en esa materia 
específica, la función legislativa está circunscrita a determinar qué sujetos se 
encuentran jurídicamente habilitados o autorizados para promover el proceso, 
para intervenir en él y para contradecir las pretensiones de la demanda; función 
que debe ejercer teniendo en cuenta la naturaleza de la actuación de que se 
trate y los fines o propósitos que con ella se persiguen.” 
 
 

De modo que, la legitimidad en la causa está relacionada con la titularidad del 

derecho que se pretende reclamar (interés sustancial) – legitimación por activa, y 

con la correspondencia que debe encontrarse en la parte pasiva, pues el derecho 

solamente puede reclamarse respecto de quien este facultado legal o 

contractualmente para ello.  

 
Ahora bien, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado 

por la Ley 91 de diciembre 29 de 1989, como una cuenta especial de la Nación, sin 

personería jurídica, por tanto, quien tiene la representación judicial del Fondo, es el 

Ministerio de Educación Nacional.    

  
Igualmente, advierte el Despacho que de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 4º y 5º de la Ley 91 de 1989, el Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, atenderá y pagará las prestaciones sociales del personal afiliado a este, 

                                                           
1 Corte Constitucional. Sentencia C- 965 de 2003. 
2 CE, SCA, S3, SS “C”, auto de 16 de octubre de 2020, radicación número: 11001-03-26-000-2014-00153-
00(52445), Actor: COLGEMS LTDA. C.I., Demandado: Agencia Nacional de Minería y Servicio Geológico 
Colombiano. 
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por ello, al recaer el presente proceso sobre el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria y teniendo en cuenta que las cesantías tienen la connotación 

de prestación social, es dicha entidad la que debe garantizar las condenas que se 

deriven del presente proceso.  

   
En consecuencia, se tiene que la Fiduciaria La Previsora S.A., por ser la 

administradora de los recursos del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

tiene el deber contractual, emanado del contrato de fiducia celebrado entre dicha 

entidad fiduciaria y el Ministerio de Educación; de pagar las condenas que 

eventualmente puedan llegar a imponerse al Fondo, por tanto, su vinculación resulta 

no solo ajustada a derecho, sino necesaria. Por tanto, la excepción propuesta no 

está llamada a prosperar.   

 
De otro lado, se precisa que, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio no es la entidad encargada de emitir los actos administrativos 

relacionados con el reconocimiento y pago de prestaciones sociales, pues dicha 

función por potestad de la ley le compete a las secretarías municipales o distritales; 

sin embargo, atendiendo que aquellas actúan en nombre y representación del 

Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio; es este, quien, a través del 

Ministerio de Educación, debe asumir la defensa judicial de los actos administrativos 

que en su nombre expidan las entidades territoriales.  

  
Por su parte, el Consejo de Estado, en providencia de 11 de diciembre de 2015 

dentro del expediente No. 66001-23-33-000-2014-00114-01 (2587-2015), dispuso 

que, la entidad territorial por participar en la expedición del acto administrativo 

demandado está legitimada en la causa por pasiva, por ende, puede defender la 

legalidad del acto administrativo.  

  
Igualmente, la Ley 1955 de 20193 determinó que las entidades territoriales serían 

responsables del pago de la sanción moratoria derivada del pago inoportuno de las 

cesantías cuando el pago extemporáneo sea por su incumplimiento de los plazos 

fijados en la ley para tal efecto.   

  
El tenor literal del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, dispone:  

 

“ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías 

definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y 

                                                           
3 Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”. 
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liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por 

parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de 

Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará 

mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 

territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá 

aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la 

administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). 

En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago de los servicios de salud y de las mesadas 

pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán 

destinarse para garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales 

a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de 

indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

(…)” (Resaltado fuera del texto) 
 

Así las cosas, se hace necesario que la Secretaría de Educación Distrital, conforme 

la parte pasiva, bajo el entendido que por ser la entidad que expide el acto esta 

llamada a su defensa, y en el evento que se acceda a las pretensiones de la 

demanda, deberá ser condenada, razón por la cual se desestimará la excepción de 

falta de legitimidad en la causa por pasiva propuesta por la Secretaría de Educación 

Distrital.  

 

Por otra parte, advierte el despacho que dado que, en el presente asunto las partes, 

solicitan pruebas, será del caso proceder a fijar fecha y hora para llevar a cabo la 

audiencia inicial de que trata el artículo 180 del CPACA, diligencia que se realizará 

de manera virtual a través del aplicativo Lifesize, de conformidad con lo previsto en 

el artículo 186 ibidem4.   

                                                           
4 Artículo 186.Actuaciones a través de las tecnologías de la información y las comunicaciones. Todas las actuaciones 
judiciales susceptibles de surtirse en forma escrita deberán realizarse a través de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, siempre y cuando en su envío y recepción se garantice su autenticidad, integridad, conservación y posterior 
consulta, de conformidad con la ley. La autoridad judicial deberá contar con mecanismos que permitan acusar recibo de la 
información recibida, a través de este medio.   
Las partes y sus apoderados deberán realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones. Suministrarán al despacho judicial y a todos los sujetos procesales e 
intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las actuaciones y notificaciones del proceso o trámite. 
Así mismo, darán cumplimiento al deber establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del Proceso.   
El Consejo Superior de la Judicatura adoptará las medidas necesarias para implementar el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones en todas las actuaciones que deba conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo.   
Para tal efecto, se deberá incorporar lo referente a la sede judicial electrónica, formas de identificación y autenticación digital 
para los sujetos procesales, interoperabilidad, acreditación y representación de los ciudadanos por medios digitales, 
tramitación electrónica de los procedimientos judiciales, expediente judicial electrónico, registro de documentos electrónicos, 
lineamientos de cooperación digital entre las autoridades con competencias en materia de Administración de Justicia, 
seguridad digital judicial, y protección de datos personales.   
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarenta y Seis (46) Administrativo Oral del 

Circuito de Bogotá, D.C., Sección Segunda: 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. DECLARAR NO PROBADA la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva propuesta por la SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL, de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente proveído 

 

SEGUNDO. DECLARAR NO PROBADA la excepción de falta de legitimación en la 

causa por pasiva propuesta por la FIDUPREVISORA S.A., de conformidad con lo 

expuesto en la parte motiva del presente proveído. 

 

TERCERO. CITAR a las partes para el día 17 de marzo de 2022 a las 9:00 

a.m., para llevar a cabo la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la cual se 

realizará de manera virtual a través de la plataforma Lifesize con el siguiente link: 

https://call.lifesizecloud.com/13700302. O a través de llamada telefónica +57 1 291 

1160 deje que termine la contestadora y marque la EXTENSIÓN 13700302 seguido 

de la tecla # 

 

CUARTO. Se exhorta a los apoderados de las partes, a efectos de llevar a cabo de 

manera eficiente la audiencia, allegar por lo menos hasta tres (3) días anteriores 

a la celebración de la audiencia, los documentos que deban incorporarse en la 

audiencia, tales como poderes, certificado o actas del comité de conciliación, entre 

otros. Para tal efecto, deberán remitirse los documentos al correo institucional del 

despacho: jadmin46bt@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

QUINTO. Se le reconoce personería adjetiva a la abogada ANGELA VIVIANA 

MOLINA MURILLO, identificada con cédula de ciudadanía 1.019.103.946 y T.P 

295.622 del C. S. J., para actuar como apoderada de la NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO Y FIDUPREVISORA S.A., en los términos del poder conferido.   

 

SEXTO. Se le reconoce personería adjetiva al abogado CARLOS JOSE HERRERA 

CASTAÑEDA, identificado con cédula de ciudadanía 79.954.623 y T.P.141.955 del 

C.S. de la J., para actuar como apoderado de la SECRETARIA DE EDUCACION 

DISTRITAL, en los términos del poder conferido. 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcall.lifesizecloud.com%2F13700302&data=04%7C01%7Cyrabag%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C07e651cf1476476ec84d08d9fdea5195%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637820005132163702%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=%2BbXo1Wn6es8yK6M%2B6sKC7B5R7giyt7WO3fLmOIypHXg%3D&reserved=0
mailto:jadmin46bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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SEPTIMO. Los apoderados de las partes podrán tener acceso al expediente digital 

mediante el siguiente link: https://etbcsj-

my.sharepoint.com/:f:/r/personal/jadmin46bt_cendoj_ramajudicial_gov_co/Docume

nts/PROCESOS%20ORDINARIOS%20JZ.%2046%20ADM.%20BTA/2020/110013

34204620200017800?csf=1&web=1&e=cd0Qhp. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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